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Cordial saludo.

Remito auto con la notificación a condenado y el recurso.

Cabe resaltar que hubo suspensión de términos del 14 al 20 de septiembre de 2023 y a la fecha estamos
en espera de la Notificación de Ministerio público.

Gracias 

Secretaría 3 - Centro de Servicios 
Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D. C.

De: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: miércoles, 20 de septiembre de 2023 3:37 p. m.
Para: Secretaría 03 Centro Servicios Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<cs03ejcpbt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: URGENTE-4826-J19-SECRETARÍA-JGQA-RV: RECURSO DE APELACION Y SUSTENTACION AUTO DEL 11 DE
SEPTIEMBRE DE 2023
 

De: Juzgado 19 Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp19bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: miércoles, 20 de septiembre de 2023 3:06 p. m.
Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RV: RECURSO DE APELACION Y SUSTENTACION AUTO DEL 11 DE SEPTIEMBRE DE 2023
 
 

De: RENE ARTURO SALOM MONTEALEGRE <salommontealegre@yahoo.es>
Enviados: miércoles, 20 de septiembre de 2023 3:06:02 p. m. (UTC-05:00) Bogota,
Lima, Quito, Rio Branco
Para: Juzgado 19 Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp19bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Ventanilla Centro Servicios Juzgado
Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RECURSO DE APELACION Y SUSTENTACION AUTO DEL 11 DE SEPTIEMBRE
DE 2023



Buenas tardes, en mi condición de penado dentro del caso 110016000711201300016-00, con todo comedimiento me
permito presentar y sustentar RECURSO DE APELACION contra el auto emitido por su despacho el 11 de
septiembre de 2023.

Gracias por su atención

Cordial saludo.

RENE ARTURO SALOM MONTEALEGRE
C.C. No. 17.647.527
TEL. 3134175214



RV: RECURSO DE APELACION Y SUSTENTACION AUTO DEL 11 DE SEPTIEMBRE DE 2023

Juzgado 19 Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
Mié 20/09/2023 3:06 PM

Para:Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (386 KB)
SUSTENTACIÓN RECURSO DE APELACIÓN.pdf;

 

De: RENE ARTURO SALOM MONTEALEGRE <salommontealegre@yahoo.es>
Enviados: miércoles, 20 de septiembre de 2023 3:06:02 p. m. (UTC-05:00) Bogota, Lima, Quito, Rio Branco
Para: Juzgado 19 Ejecución Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp19bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecución Penas Medidas Seguridad -
Bogotá - Bogotá D.C. <ventanilla2csjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RECURSO DE APELACION Y SUSTENTACION AUTO DEL 11 DE SEPTIEMBRE DE 2023

Buenas tardes, en mi condición de penado dentro del caso 110016000711201300016-00, con todo comedimiento me
permito presentar y sustentar RECURSO DE APELACION contra el auto emitido por su despacho el 11 de
septiembre de 2023.

Gracias por su atención

Cordial saludo.

RENE ARTURO SALOM MONTEALEGRE
C.C. No. 17.647.527
TEL. 3134175214
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       Bogotá D.C., septiembre 20 de 2023 

 

 

Señores  

Juzgado Diecinueve (19) de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C. 
E.S.D. 

 
 
 
 

Ref.:    EXPEDIENTE NO. 11001-60-00-711-2013-00016-00 (NI. 4826)   

ASUNTO:        SUSTENTANCIÓN RECURSO DE APELACIÓN CONTRA AUTO DE FECHA 11 
DE SEPTIEMBRE DE 2023. 

PENADO:  RENE ARTURO SALOM MONTEALEGRE 

DELITO:  CONCUSIÓN  

 
 

RENÉ ARTURO SALOM MONTEALEGRE, identificado civilmente tal y como aparece al pie de mi 

firma, en mi condición de condenado y en ejercicio de derecho de defensa material, estando 

en términos, con todo comedimiento, me permito INTERPONER y SUSTENTAR RECURSO de 

APELACIÓN contra el AUTO proferido el 11 de septiembre de 2023 por medio de la cual el 

Juzgado Diecinueve (19) de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., NIEGA 

LA EXTINCIÓN DE PENA Y LIBERACION DEFINITIVA al suscrito dentro del presente asunto en el 

marco del artículo 67 del C.P y 476 del C.P.P.  

 

 

I. PETICIONES 

 

 

La inconformidad va dirigida al señor juez colegiado a quien se le solicita, desde ahora, acoger 

la argumentación que se expondrá como fundamento para que: 

 

1. REVOQUE la decisión del a quo y, en consecuencia, DECLARE EXTINGUIDA LA CONDENA 

PENAL, ORDENANDO LA LIBERTAD DEFINITIVA a favor del suscrito RENE ARTURO SALOM 

MONTEALEGRE, identificado con la c.c. No. 17.647.527, a voces de los artículos 67 del C.P. y 

476 del C.P.P.  

 

2. Como consecuencia de la extinción de la pena, comunicar a la Registraduría Nacional del 

Estado Civil, Procuraduría General de la Nación, Policía Nacional (división antecedentes y 

extranjería), Oficina de Migración Colombia, Jueces Penal y de Ejecución de Penas de 
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Colombia, sobre la decisión adoptada, ordenándose la CANCELACIÓN de anotaciones, 

antecedentes, prohibiciones, inhabilitaciones o registros allí existentes, procurando 

reflejar la nueva situación jurídica en relación con este asunto.  

 

Así también las anotaciones y registro que considere el despacho.      

 

3. Ordenar la entrega definitiva del Título de Depósito Judicial No. A 6781508 de fecha 22 de 

enero de 2019, por valor de $3.312.464.oo, consignante CLAUDIA LILIANA SALAZAR 

CUELLAR, c.c. No. 40.780.61, demandado RENE ARTURO SALOM MONTEALEGRE, c.c. No. 

17.647.527. 

 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

El Estado Social de Derecho vigente en nuestro país consiste en la sujeción de la 

actividad estatal a la Constitución y a las normas aprobadas conforme a los procedimientos 

que ella establezca, que garantizan el funcionamiento responsable y controlado de los órganos 

del poder; el ejercicio de la autoridad conforme a disposiciones conocidas, y la observancia de 

los derechos individuales, sociales, culturales y políticos.  

 

En ese contexto, uno de los fines del Estado y, especialmente del proceso penal es la 

realización de la justicia y la protección de los derechos fundamentales, donde se respeten las 

garantías sustanciales de los sujetos procesales y en especial de aquel que es sancionado al 

interior de un proceso penal. 

 

Lo decía el Honorable Magistrado de la Corte Constitucional doctor JAIME ARAUJO RENTERÍA, 

cuando dentro de la sentencia C-131/09 afirma acertadamente: 

 
 

“Las investigaciones penales deben ser, no solo legales, sino sobre todo 
legítimas. Y no hay legitimidad cuando se autoriza la violación de la 
Constitución para obtener resultados investigativos”.  

 
 

Pilar fundamental del Estado Social de Derecho, es precisamente el Debido 

Proceso. La Corte Constitucional en Sentencia T-242 de 1999, puso de relieve que 

el derecho fundamental al Debido Proceso, tipificado en el artículo 29 de la Carta 

Política, es el conjunto de garantías que buscan la protección del individuo que 

se encuentre inculpado en una actuación judicial o administrativa, para que 
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durante el trámite procesal se respeten las formalidades propias de cada juicio 

y se logre la aplicación correcta de la justicia.  Es considerado este derecho como 

parte esencial y fundamental del Estado Social de Derecho y de sostenimiento de 

la democracia, porque impide los atropellos de los gobernantes con los 

ciudadanos. 

 

En la Sentencia T-460 del 15 de julio de 1992, la Corte Constitucional, con respecto 

a una falta del debido proceso, señala lo siguiente: 

 
 
"La garantía del debido proceso, plasmada en la Constitución colombiana como 
derecho fundamental de aplicación inmediata (artículo 85) y consignada, entre otras, 
en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (artículos 10 y 11), en la 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre proclamada el mismo 
año (artículo XXVI) y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 
de San José de Costa Rica, 1969, Artículos 8 y 9), no consiste solamente en las 
posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, como parece 
entenderlo el juzgado de primera instancia, sino que exige, además, como lo expresa el 
artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al acto que se imputa; la 
competencia de la autoridad judicial o administrativa que orienta el proceso; la 
aplicación del principio de favorabilidad en materia penal; el derecho a una resolución 
que defina las cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; la ocasión 
de presentar pruebas y de controvertir las que se alleguen en contra y, desde luego, la 
plena observancia de las formas propias de cada proceso según sus características". 
(subrayado fuera del texto) 
 

 
La providencia refutada, reflexiono, quebranta el artículo 1, 6, 21, 28, 29, 85 y 228 de 

la C. Pol., 67 del C.P. y 476 del C.P.P., cuando en ella no se ponderan los derechos 

fundamentales y legales que se encuentran en discusión, como tampoco, la eficacia 

de sus derechos y el valor normativo de la Constitución que obligan a los 

funcionarios judiciales a acatar, emplear e interpretar explícitamente las normas 

legales adaptables a un caso concreto, pero también a justificar y ponderar las 

pugnas que se llegaren a presentar frente a la Carta Política y los derechos 

fundamentales que ella contiene.   

 

Menester resulta citar la clásica Sentencia T-406 de 1992, providencia en la que se 

afirmó que: 

 
“La Constitución es una norma jurídica del presente y debe ser aplicada y 
respetada de inmediato… Así se logra que las leyes valgan en el ámbito de 
los derechos fundamentales en lugar de que los derechos fundamentales sólo 
valgan en el ámbito de la ley.” 

 
 

Discurro, la decisión impugnada desconoce los derechos suplicados en la petición 
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primigenia. Ya lo dice el llamado principio de no contradicción que “nada puede ser 

y no ser al mismo tiempo y en el mismo sentido”; bien lo afirma el auto recurrido: 

 
 
“En el sub examine, se tiene que en esta actuación al sentenciado RENE ARTURO SALOM 
MONTEALEGRE le fue concedida la libertad condicional por un periodo de prueba de 4 años y 
15 días, el cual inició el 22 de enero de 2019, fecha en la que suscribió diligencia de compromiso, 
es decir qué, en efecto, el término se encuentra superado.” (negrilla y subrayado fuera del 
texto) 
 
Se advierte, en cuanto a la indemnización de perjuicios, no se fijaron en la sentencia y además se 
advierte en el proceso, decisión de 10 de noviembre de 2016 emitida por el Tribunal Superior de 
Cundinamarca, que absuelve del pago de perjuicios al penado al penador reclamados por la 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial; en su calidad de víctima; decisión que fue 
confirmada por la Corte Suprema de Justicia el 25 de enero de 2017; a la fecha no se cuenta con 
información en el proceso que la víctima directa con el reato haya adelantado incidente 
resarcitorio…” (negrilla y subrayado fuera del texto)   
 

 
Y Concluye para negar el derecho: 

 
“No obstante lo anterior, es necesario que esta autoridad judicial proceda a realizar las 
verificaciones sobre el cumplimiento de las obligaciones adquiridas por el ajusticiado 
al momento de acceder al subrogado penal, y es que, se reitera, a pesar de que el periodo 
de prueba ya culminó, se desconoce si RENE ARTURO SALOM 
MONTEALEGRE, acató la totalidad de los compromisos establecidos en el artículo 
65 del C.P. , por lo que es procedente, previo a emitir nuevo pronunciamiento integral 
y de fondo  sobre el asunto que nos ocupa, es solicitar a la Dirección de Investigación 
Criminal e Interpol, y a la Oficina de Migración Colombia, información actualizada, 
relativa a los antecedentes judiciales del prenombrado, tendiente a verificar que este no 
haya no haya incurrido  en nueva conducta delictiva, y que no registre salidas del país 
sin autorización del Despacho durante el sometimiento a prueba…” (negrilla y 
subrayado fuera del texto)  

 
 

Apartándome de lo planteado por el a quo debo señalar que el artículo 228 de la 

Constitución Política consagra que “Los términos son perentorios y de estricto 

cumplimiento”, articulado con el artículo 156 del C.P.P. (Ley 906 de 2004). Destacando 

que a la instancia se le elevó la petición de extinción y liberación definitiva cerca 

de siete (7) meses atrás de emitir su decisión y solamente corre a enmendar su 

omisión a partir de impetrada una acción de tutela (11001-22-04-000-2023-03147-

00), cuando el juzgado ejecutor había perdido legitimidad para seguir actuando al 

estar la pena extinguida, y así lo declara la misma instancia “es decir qué, en efecto, 

el término se encuentra superado”. Ninguna disposición la justifica en el Estado Social 

de Derecho para seguir actuando en contra de mi buen nombre (art. 21 C. Pol.), mi 

debido proceso (art. 29 C. Pol.), se me sigue exponiendo ante la sociedad como un 

infractor penal, no debiendo nada a la justicia de este país. Se afecta mi derecho a 

gozar de la libertad definitiva cuando he cumplido con el periodo de prueba 
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señalado por el a quo (art. 28 y 85 de la C. Pol. son de aplicación inmediata.).  

 

Pues bien, el artículo 159 del C.P.P. (Ley 906 de 2004) y 168 del C.P.P. (Ley 600 de 

2000), acudiendo al principio de integración normativa que trata el artículo 25 del 

C.P.P. (Ley 906 de 2004) son diáfanos en señalar que el término con que contaba la 

instancia para decidir era de cinco (5) días o de diez (10) días, no cerca de siete (7) 

meses cuando se viera compelida por la acción constitucional, y menos justificando 

la no extinción y liberación en la solicitud de antecedentes penales que no 

contempla como requisito el artículo 65 y 66 del C.P.; ahora, si de perjuicios se trata, 

la misma instancia deja claro que se me absolvió del pago de ellos, quien acudió 

dentro del término legal establecido para el incidente de reparación integral (art. 

106 del C.P.P. Ley 906 de 2004), ejerció su derecho y no le fue reconocido, 

caducando de esa manera cualquier intento adicional por esa vía que revive la 

instancia por fuera del marco legal cuando solicita certificación al respecto.  

 

Y si de salidas del país se trata, tuvo el tiempo suficiente para haber verificado 

dicho cumplimiento y no lo hizo dentro del cause legal permitido, atentando de esa 

manera de forma clara y contundente con lo establecido en el artículo 1 y 6 de la C. 

Pol. Pues si bien, el artículo 67 del C.P. verifica la exigencia de una resolución 

judicial que lo decrete, precisamente no se puede abusar el derecho y de la función 

pública para decidir en cualquier tiempo y, de cualquier manera, ello quebranta el 

Estado Social de Derecho vigente en este país.  

 

Así entonces, se solicita coger los planteamientos exteriorizados y en 

consecuencia acceder a la postulación ostentada. 

 

 

Saluda atentamente, 
 
 
 

 
RENE ARTURO SALOM MONTEALEGRE 

C. C. No. 17.647.527 expedida en Florencia (Caquetá) 
Teléfono No. 313-4175214 

Correo electrónico: salommontealegre@yahoo.es  

 

mailto:salommontealegre@yahoo.es
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